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RD 1415/2004, de 11 de junio , Reglamento general de recaudación 
de la Seguridad Social 

ARTÍCULO 3 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 3 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. Son colaboradores de los órganos de 
recaudación de la Tesorería General de la 
Seguridad Social: 
a) Las entidades financieras autorizadas para 
actuar como oficinas recaudadoras en el ámbito de 
la Seguridad Social, que a continuación se indican:
1.º Los bancos y las cajas de ahorro, que 
acreditarán su condición mediante certificación 
expedida por el Banco de España de encontrarse 
inscritos, respectivamente, en el Registro de 
bancos y banqueros y en el Registro especial de 
cajas generales de ahorro popular. 
2.º Las cajas rurales cooperativas de crédito, que 
acreditarán su condición mediante certificación del 
Registro especial de cooperativas de crédito. 
Las demás cooperativas de crédito podrán ser 
también autorizadas para actuar como oficinas 
recaudadoras, si se apreciara su capacidad para 
llevar a buen fin tal colaboración. 
b) Cualesquiera otras entidades, órganos o agentes 
autorizados para actuar como oficinas 
recaudadoras. 
c) Las Administraciones públicas o entidades 
particulares a las que se atribuyan funciones 
recaudatorias en el ámbito de la Seguridad Social 
en virtud de concierto o por disposiciones 
especiales. 
2. Las autorizaciones, disposiciones específicas y 
conciertos que permitan colaborar en la gestión 
recaudatoria en ningún caso atribuirán el carácter 
de órganos de recaudación a las entidades, 
órganos, agentes o Administraciones públicas 
autorizados o habilitados para ello. 
 

1. Son colaboradores de los órganos de recaudación de 
la Tesorería General de la Seguridad Social: 
a) Las entidades financieras autorizadas para actuar 
como oficinas recaudadoras en el ámbito de la 
Seguridad Social, que a continuación se indican: 
1.º Los bancos y las cajas de ahorro, que acreditarán 
su condición mediante certificación expedida por el 
Banco de España de encontrarse inscritos, 
respectivamente, en el Registro de bancos y banqueros 
y en el Registro especial de cajas generales de ahorro 
popular. 
2.º Las cajas rurales cooperativas de crédito, que 
acreditarán su condición mediante certificación del 
Registro especial de cooperativas de crédito. 
Las demás cooperativas de crédito podrán ser también 
autorizadas para actuar como oficinas recaudadoras, si 
se apreciara su capacidad para llevar a buen fin tal 
colaboración. 
La autorización a las entidades financieras a que se 
refiere este apartado, así como a sus agrupaciones o 
asociaciones, para actuar como colaboradoras en la 
gestión recaudatoria de la Seguridad Social podrá 
comprender también la colaboración en el pago de las 
obligaciones del sistema de la Seguridad Social, en los 
términos señalados en el Reglamento general de la 
gestión financiera de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto 1391/1995, de 4 de agosto, y en 
sus normas de aplicación y desarrollo. 
b) Cualesquiera otras entidades, órganos o agentes 
autorizados para actuar como oficinas recaudadoras. 
c) Las Administraciones públicas o entidades 
particulares a las que se atribuyan funciones 
recaudatorias en el ámbito de la Seguridad Social en 
virtud de concierto o por disposiciones especiales. 
2. Las autorizaciones, disposiciones específicas y 
conciertos que permitan colaborar en la gestión 
recaudatoria en ningún caso atribuirán el carácter de 
órganos de recaudación a las entidades, órganos, 
agentes o Administraciones públicas autorizados o 
habilitados para ello. 
 

ARTÍCULO 4 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 4 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 



www.laboral-social.com 

1. La concesión o denegación de autorizaciones 
para actuar como colaboradores en la gestión 
recaudatoria de la Seguridad Social corresponderá, 
conforme a las normas establecidas al efecto por el 
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, al 
Secretario de Estado de la Seguridad Social, quien 
deberá resolver las solicitudes formuladas a tal 
efecto en un plazo de seis meses a partir de la 
fecha en que la solicitud haya tenido entrada en su 
registro. Transcurrido dicho plazo sin que se 
hubiera dictado y notificado resolución expresa, la 
solicitud se podrá entender desestimada conforme 
a lo previsto en el artículo 43.2 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
2. El Secretario de Estado de la Seguridad Social 
determinará la forma y condiciones en que la 
colaboración autorizada ha de prestarse y, en caso 
de incumplimiento de éstas, así como de las 
normas reguladoras de la gestión recaudatoria, 
podrá suspender o revocar la autorización 
concedida, previo expediente incoado al efecto, así 
como restringir temporal o definitivamente el 
ámbito territorial de actuación del colaborador o 
excluir de la prestación del servicio de 
colaboración a alguna de sus oficinas o unidades. 
En particular, el Secretario de Estado de la 
Seguridad Social podrá hacer uso de tales 
facultades en caso de darse alguna de las 
circunstancias siguientes: 
a) Admisión de la documentación recaudatoria que 
no esté debidamente cumplimentada en los datos 
relativos a la identidad y domicilio del responsable 
del pago. 
b) Presentación reiterada de la documentación 
recaudatoria, que como colaborador deba remitir a 
la Tesorería General, fuera de los plazos 
establecidos, de forma incompleta, con 
deficiencias o con manipulación de los datos 
contenidos en dicha documentación, sea la que el 
colaborador debe custodiar, sea la que deba 
entregar a los responsables del pago. 
c) Incumplimiento de la obligación, como 
colaborador, de proporcionar datos con 
trascendencia recaudatoria conforme a lo 
establecido en el artículo 36 del texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social y en este 
reglamento. 
d) Colaboración o consentimiento en el 

1. La concesión o denegación de autorizaciones para 
actuar como colaboradores en la gestión recaudatoria 
de la Seguridad Social corresponderá, conforme a las 
normas establecidas al efecto por el Ministro de 
Trabajo e Inmigración, al Secretario de Estado de la 
Seguridad Social, quien deberá resolver las solicitudes 
formuladas a tal efecto en un plazo de seis meses a 
partir de la fecha en que la solicitud haya tenido 
entrada en su registro. Transcurrido dicho plazo sin 
que se hubiera dictado y notificado resolución 
expresa, la solicitud podrá entenderse desestimada. 
2. El Secretario de Estado de la Seguridad Social 
determinará la forma y condiciones en que la 
colaboración autorizada ha de prestarse y, en caso de 
incumplimiento de éstas, así como de las normas 
reguladoras de la gestión recaudatoria, podrá 
suspender o revocar la autorización concedida, previo 
expediente incoado al efecto, así como restringir 
temporal o definitivamente el ámbito territorial de 
actuación del colaborador o excluir de la prestación 
del servicio de colaboración a alguna de sus oficinas o 
unidades. 
En particular, el Secretario de Estado de la Seguridad 
Social podrá hacer uso de tales facultades en caso de 
darse alguna de las circunstancias siguientes: 
a) Admisión de la documentación recaudatoria que no 
esté debidamente cumplimentada en los datos 
relativos a la identidad y domicilio del responsable del 
pago. 
b) Presentación reiterada de la documentación 
recaudatoria, que como colaborador deba remitir a la 
Tesorería General, fuera de los plazos establecidos, de 
forma incompleta, con deficiencias o con 
manipulación de los datos contenidos en dicha 
documentación, sea la que el colaborador debe 
custodiar, sea la que deba entregar a los responsables 
del pago. 
c) Incumplimiento de la obligación, como 
colaborador, de proporcionar datos con trascendencia 
recaudatoria conforme a lo establecido en el artículo 
36 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social y en este reglamento. 
d) Colaboración o consentimiento en el levantamiento 
de bienes embargados. 
e) Resistencia, negativa u obstrucción a la actuación 
de los órganos de recaudación. 
f) No efectuar o efectuar con retraso el ingreso de las 
cantidades recaudadas en las cuentas de la Tesorería 
General de la Seguridad Social. 
g) Escasa utilización de la autorización, manifestada 
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levantamiento de bienes embargados. 
e) Resistencia, negativa u obstrucción a la 
actuación de los órganos de recaudación. 
f) No efectuar o efectuar con retraso el ingreso de 
las cantidades recaudadas en las cuentas de la 
Tesorería General de la Seguridad Social. 
g) Escasa utilización de la autorización, 
manifestada por la inexistencia de ingresos 
realizados a través de la entidad, órgano o agente 
colaborador de que se trate o por su escaso 
volumen. 
3. Los colaboradores autorizados como oficinas 
recaudadoras que deseen cesar en su colaboración 
deberán solicitarlo, con una antelación mínima de 
30 días al previsto para el cese, al Secretario de 
Estado de la Seguridad Social, quien resolverá la 
solicitud en el plazo de tres meses, que se 
entenderá estimada en defecto de resolución 
expresa. 
4. La resolución del Secretario de Estado de la 
Seguridad Social que autorice o deniegue la 
colaboración, revoque o suspenda la autorización 
concedida o acuerde el cese en la colaboración se 
publicará en el boletín oficial de la provincia o 
provincias o en el de la comunidad o comunidades 
autónomas en que pretendiera actuar o viniera 
actuando la entidad, el órgano o agente 
colaborador, o en el del Estado, si lo hiciera en 
todo su territorio, y surtirá efectos desde el día 
primero del mes siguiente al de su publicación en 
el correspondiente boletín. 
 

por la inexistencia de ingresos realizados a través de la 
entidad, órgano o agente colaborador de que se trate o 
por su escaso volumen. 
3. Los colaboradores autorizados como oficinas 
recaudadoras que deseen cesar en su colaboración 
deberán solicitarlo, con una antelación mínima de 30 
días al previsto para el cese, al Secretario de Estado de 
la Seguridad Social, quien resolverá la solicitud en el 
plazo de tres meses, que se entenderá estimada en 
defecto de resolución expresa. 
4. La resolución del Secretario de Estado de la 
Seguridad Social que autorice la colaboración, 
restrinja, suspenda o revoque la autorización 
concedida o acuerde el cese en la colaboración, 
además de notificarse al colaborador correspondiente 
se publicará en el «Boletín Oficial del Estado», 
surtiendo efectos desde el día primero del mes 
siguiente al de dicha publicación. 
 

ARTÍCULO 9 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 9 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. Las notificaciones que se efectúen en los 
procedimientos recaudatorios regulados en este 
reglamento se practicarán conforme a lo dispuesto 
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
2. Los edictos que la Tesorería General de la 
Seguridad Social, en ejercicio de sus 
competencias, ordene publicar en los boletines 
oficiales tendrán la consideración de resoluciones 
o de anuncios oficiales de inserción obligatoria, a 
los efectos previstos en la legislación tributaria 
que resulte de aplicación, sin que su coste pueda 
considerarse repercutible al deudor. 
Serán de inserción gratuita cuantos anuncios 
hayan de publicarse en el «Boletín Oficial del 
Estado», en el de la provincia o en el de la 

1. Las notificaciones que se efectúen en los 
procedimientos recaudatorios regulados en este 
reglamento ajustarán su contenido y se cursarán 
conforme a lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 4 del 
artículo 58 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
2. La práctica de las notificaciones en materia de 
gestión recaudatoria de la Seguridad Social se 
realizará por medios electrónicos o en el domicilio o 
lugar que corresponda, en los siguientes términos: 
a) Respecto a los sujetos responsables del pago de 
deudas con la Seguridad Social, obligados a 
incorporarse o incorporados voluntariamente al 
Sistema de remisión electrónica de datos (RED), las 
notificaciones se efectuarán obligatoriamente 
mediante comparecencia en la sede electrónica de la 
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comunidad autónoma respectiva, relacionados con 
el procedimiento recaudatorio. 
 

Seguridad Social, en los términos y condiciones que 
establezca el Ministro de Trabajo e Inmigración. 
Estas notificaciones se dirigirán exclusivamente a los 
autorizados para el uso de dicho sistema salvo que los 
sujetos responsables soliciten que las notificaciones 
electrónicas se pongan a disposición exclusiva de ellos 
o de un tercero. 
Las notificaciones electrónicas se entenderán 
practicadas, a todos los efectos legales, en el momento 
en que se produzca el acceso a su contenido en la sede 
electrónica de la Seguridad Social, siempre que aquél 
tenga lugar dentro de los diez días naturales siguientes 
a la puesta a disposición de la notificación 
correspondiente. 
De rechazarse expresamente la notificación se tendrá 
por efectuado el trámite, continuándose el 
procedimiento. La notificación también se entenderá 
rechazada, con idéntico efecto, de no accederse a su 
contenido dentro del plazo indicado en el párrafo 
anterior. 
b) Respecto a los sujetos responsables del pago de 
deudas con la Seguridad Social, no obligados a 
incorporarse ni incorporados voluntariamente al 
Sistema RED, que opten por ser notificados por 
medios electrónicos, las notificaciones también se 
efectuarán obligatoriamente mediante comparecencia 
en la sede electrónica de la Seguridad Social, 
conforme a lo indicado en el párrafo a). 
A efectos de recibir las notificaciones electrónicas, 
estos sujetos responsables podrán optar porque se 
dirijan a su representante, si lo hubiera, en cuyo caso 
se pondrán a disposición exclusiva de éste. 
c) Respecto a las mutuas de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales de la Seguridad Social, 
así como a sus entidades y centros mancomunados, las 
notificaciones en materia de gestión recaudatoria 
también se practicarán en la sede electrónica de la 
Seguridad Social, en los términos y con el alcance que 
determine el Ministro de Trabajo e Inmigración. 
d) Respecto a los sujetos responsables a que se refiere 
el párrafo b) que no opten por ser notificados por 
medios electrónicos, la notificaciones se efectuarán en 
el domicilio que expresamente hubiesen indicado y, 
en su defecto, en el que figure en los registros de la 
Administración de la Seguridad Social o en otro lugar 
adecuado para tal fin, practicándose conforme a lo 
dispuesto en los apartados 1, 2 y 4 del artículo 59 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
3. Las notificaciones relativas a otros interesados en el 
procedimiento recaudatorio, previstas en este 
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reglamento, se efectuarán conforme a lo señalado en 
el apartado 2.d), salvo que opten por ser notificados 
por medios electrónicos, en cuyo caso resultará de 
aplicación lo dispuesto en el apartado 2.b), sin 
perjuicio de las excepciones que, en su caso, pueda 
establecer el Ministro de Trabajo e Inmigración. 
4. Cuando los interesados en un procedimiento 
recaudatorio sean desconocidos, se ignore el lugar de 
la notificación o el medio para efectuarla, o bien, 
intentada la notificación, no se hubiese podido 
practicar en cualquiera de los supuestos previstos en 
los apartados anteriores, la notificación se realizará 
exclusivamente por medio de edictos en el tablón de 
edictos y anuncios de la Seguridad Social situado en 
su sede electrónica, no procediendo su publicación por 
ningún otro medio. 
Transcurridos veinte días naturales desde la 
publicación del edicto relativo a la notificación en el 
tablón de edictos y anuncios de la Seguridad Social, se 
entenderá que ésta ha sido practicada, dándose por 
cumplido dicho trámite y continuándose con el 
procedimiento recaudatorio. 
 

ARTÍCULO 14 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 14 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. Cuando concurran hechos, negocios o actos 
jurídicos que determinen la responsabilidad 
subsidiaria de una persona, física o jurídica, o 
entidad sin personalidad, respecto de deudas con 
la Seguridad Social líquidas, vencidas y exigibles, 
una vez constatada la insolvencia del deudor 
principal, podrá emitirse reclamación de deuda o 
acta de liquidación contra el responsable 
subsidiario. 
La Tesorería General de la Seguridad Social, con 
carácter previo a la emisión de la reclamación de 
deuda por responsabilidad subsidiaria, y una vez 
constatada la insolvencia a que se refiere el 
párrafo anterior, dirigirá comunicación al 
responsable subsidiario señalándole el plazo 
reglamentario para el ingreso del principal de la 
deuda, que se extenderá hasta el último día hábil 
del mes siguiente al de la notificación. Vencido 
dicho plazo sin ingreso, la deuda del responsable 
subsidiario devengará los recargos e intereses 
previstos en este reglamento para el caso de que se 
hubieran presentado los documentos de cotización, 
y se emitirá la correspondiente reclamación de 
deuda, siguiéndose en lo sucesivo los trámites 

1. Cuando concurran hechos, negocios o actos 
jurídicos que determinen la responsabilidad 
subsidiaria de una persona, física o jurídica, o entidad 
sin personalidad, respecto de deudas con la Seguridad 
Social líquidas, vencidas y exigibles, una vez 
constatada la insolvencia del deudor principal, podrá 
emitirse reclamación de deuda o acta de liquidación 
contra el responsable subsidiario. 
La Tesorería General de la Seguridad Social, con 
carácter previo a la emisión de la reclamación de 
deuda por responsabilidad subsidiaria, dictará acuerdo 
de iniciación del expediente que se notificará al 
interesado dándole trámite de audiencia por un plazo 
de 15 días a partir del siguiente a la notificación de 
dicho acuerdo, a fin de que efectúe las alegaciones y 
presente los documentos y justificantes que estime 
pertinentes. 
El plazo máximo para notificar la reclamación de 
deuda por derivación de responsabilidad subsidiaria 
será de seis meses, a contar desde el día siguiente a la 
fecha del acuerdo de iniciación. 
La emisión de la reclamación de deuda por derivación 
de responsabilidad subsidiaria no requerirá de acuerdo 
de iniciación previo ni de audiencia al interesado 
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ordinarios del procedimiento recaudatorio. 
2. Salvo que la responsabilidad se halle limitada 
por ley, la comunicación al responsable 
subsidiario comprenderá la totalidad de la deuda 
exigible al deudor principal en el momento de su 
emisión, excluidos recargos, intereses y costas, y 
contendrá, además del señalamiento del plazo 
reglamentario de ingreso, la identificación del 
deudor principal y manifestación de su 
insolvencia, con referencia, en su caso, al acto en 
que se hubiera declarado, la expresión de la 
naturaleza de la deuda, trabajadores y períodos a 
que ésta se refiera y los hechos y fundamentos de 
derecho de la responsabilidad subsidiaria. 
3. La constatación de la insuficiencia de bienes del 
deudor principal en el procedimiento recaudatorio 
seguido contra él, la declaración de insolvencia 
efectuada en otro procedimiento administrativo o 
judicial y la declaración de concurso en el que se 
haya producido la apertura de la fase de 
liquidación serán circunstancias suficientes para la 
consideración del deudor principal como 
insolvente a efectos de exigir el pago de la deuda 
al responsable subsidiario. 
4. La alegación por el responsable subsidiario de 
la existencia de bienes realizables del deudor 
principal no producirá más efecto, en su caso, que 
la suspensión de la ejecución forzosa sobre el 
patrimonio de aquél, hasta tanto se realicen dichos 
bienes. 
Para acordar esta suspensión se requerirá, con 
carácter general, que no se hubiera autorizado ya 
la enajenación de los bienes del responsable 
subsidiario, y que los bienes señalados por éste se 
identifiquen suficientemente para proceder a su 
traba, radiquen en territorio nacional y alcancen 
una valoración que, en relación con la deuda y 
descontadas las cargas, justifique su enajenación 
forzosa. 
 

cuando se base en los mismos hechos y fundamentos 
de derecho que motivaron una previa reclamación de 
deuda por derivación al mismo responsable; en tal 
caso, se hará constar dicha circunstancia en la 
reclamación. 
2. Salvo que la responsabilidad se halle limitada por 
ley, la reclamación de deuda frente al responsable 
subsidiario comprenderá la totalidad de la deuda 
exigible al deudor principal en el momento de su 
emisión, excluidos recargos, intereses y costas, y 
contendrá, además de todos los extremos exigidos 
para cualquier reclamación de deuda, la identificación 
del deudor principal y la manifestación de su 
insolvencia con referencia, en su caso, al acto en que 
se hubiera declarado, la expresión de la naturaleza de 
la deuda, los trabajadores y períodos a que ésta se 
refiera y los hechos y fundamentos de la 
responsabilidad subsidiaria. 
3. La constatación de la insuficiencia de bienes del 
deudor principal en el procedimiento recaudatorio 
seguido contra él, la declaración de insolvencia 
efectuada en otro procedimiento administrativo o 
judicial y la declaración de concurso en el que se haya 
producido la apertura de la fase de liquidación serán 
circunstancias suficientes para la consideración del 
deudor principal como insolvente a efectos de exigir 
el pago de la deuda al responsable subsidiario. 
4. La alegación por el responsable subsidiario de la 
existencia de bienes realizables del deudor principal 
no producirá más efecto, en su caso, que la suspensión 
de la ejecución forzosa sobre el patrimonio de aquél, 
hasta tanto se realicen dichos bienes. 
Para acordar esta suspensión se requerirá, con carácter 
general, que no se hubiera autorizado ya la 
enajenación de los bienes del responsable subsidiario, 
y que los bienes señalados por éste se identifiquen 
suficientemente para proceder a su traba, radiquen en 
territorio nacional y alcancen una valoración que, en 
relación con la deuda y descontadas las cargas, 
justifique su enajenación forzosa. 
 

ARTÍCULO 35 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 35 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. La solicitud de aplazamiento contendrá 
necesariamente los datos precisos para la 
identificación del deudor y de la deuda, con 
expresión del domicilio a efectos de 
notificaciones, de los motivos que originan la 
solicitud, y del plazo y vencimientos que se 

1. La solicitud de aplazamiento contendrá 
necesariamente los datos precisos para la 
identificación del deudor y de la deuda, con expresión 
de los motivos que la originan, del plazo y 
vencimientos que se solicitan y del lugar o medio 
elegido a efectos de notificaciones. Contendrá 
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solicitan. Contendrá además, en su caso, el 
ofrecimiento de garantías por el titular de los 
derechos que vayan a asegurar el cumplimiento, 
con justificación de su suficiencia. 
2. La Tesorería General de la Seguridad Social 
podrá recabar del solicitante cuanta 
documentación considere necesaria para acreditar 
la situación económico-financiera y demás 
circunstancias que hubieran sido alegadas en la 
solicitud y, en general, cuantos informes y 
actuaciones estime convenientes para adoptar la 
resolución. 
3. Si la solicitud de aplazamiento no reuniese los 
requisitos exigidos o no se aportasen con ella los 
documentos establecidos, o se apreciasen en ella 
defectos u omisiones, se requerirá al solicitante 
para que subsane la falta o acompañe los 
documentos preceptivos en el plazo de 10 días, 
con indicación de que en caso contrario se dictará 
resolución teniéndole por desistido de su solicitud.
4. La resolución por la que se resuelva la solicitud 
de aplazamiento deberá ser dictada en el plazo 
máximo de tres meses, contados a partir de la 
fecha de entrada en el registro del órgano 
competente para su tramitación. Transcurrido 
dicho plazo sin que haya recaído resolución 
expresa, podrá entenderse desestimada la solicitud. 
En dicha resolución deberá indicarse la cuantía 
total y el período de la deuda aplazada, la duración 
y vencimientos del aplazamiento, así como los 
plazos para la constitución de las garantías y 
cumplimiento de las demás condiciones que se 
establezcan, extremos que, en atención a las 
circunstancias concurrentes, podrán diferir de los 
solicitados. 
5. La mera solicitud de aplazamiento no suspende 
el procedimiento recaudatorio. Denegada dicha 
solicitud, se aplicará a la deuda objeto de esta el 
recargo que proceda según las normas generales 
establecidas en la ley y en este reglamento. 
6. En general, dará lugar a la denegación de la 
solicitud de aplazamiento la concurrencia de 
alguna de las siguientes circunstancias: 
a) Que el solicitante haya incurrido en reiterados 
incumplimientos de aplazamientos anteriormente 
concedidos. 
b) Que, al momento de la solicitud, hubiera sido 
ya autorizada la enajenación de bienes 
embargados. 
c) Que el importe de la deuda aplazable no supere 

también, en su caso, el ofrecimiento de garantías por 
el titular de los derechos que vayan a asegurar el 
cumplimiento, con justificación de su suficiencia. 
2. La Tesorería General de la Seguridad Social podrá 
recabar del solicitante cuanta documentación 
considere necesaria para acreditar la situación 
económico-financiera y demás circunstancias que 
hubieran sido alegadas en la solicitud y, en general, 
cuantos informes y actuaciones estime convenientes 
para adoptar la resolución. 
3. Si la solicitud de aplazamiento no reuniese los 
requisitos exigidos o no se aportasen con ella los 
documentos establecidos, o se apreciasen en ella 
defectos u omisiones, se requerirá al solicitante para 
que subsane la falta o acompañe los documentos 
preceptivos en el plazo de 10 días, con indicación de 
que en caso contrario se dictará resolución teniéndole 
por desistido de su solicitud. 
4. La resolución por la que se resuelva la solicitud de 
aplazamiento deberá ser dictada en el plazo máximo 
de tres meses, contados a partir de la fecha de entrada 
en el registro del órgano competente para su 
tramitación. Transcurrido dicho plazo sin que haya 
recaído resolución expresa, podrá entenderse 
desestimada la solicitud. En dicha resolución deberá 
indicarse la cuantía total y el período de la deuda 
aplazada, la duración y vencimientos del 
aplazamiento, así como los plazos para la constitución 
de las garantías y cumplimiento de las demás 
condiciones que se establezcan, extremos que, en 
atención a las circunstancias concurrentes, podrán 
diferir de los solicitados. 
5. La mera solicitud de aplazamiento no suspende el 
procedimiento recaudatorio. Denegada dicha solicitud, 
se aplicará a la deuda objeto de esta el recargo que 
proceda según las normas generales establecidas en la 
ley y en este reglamento. 
6. En general, dará lugar a la denegación de la 
solicitud de aplazamiento la concurrencia de alguna de 
las siguientes circunstancias: 
a) Que el solicitante haya incurrido en reiterados 
incumplimientos de aplazamientos anteriormente 
concedidos. 
b) Que, al momento de la solicitud, hubiera sido ya 
autorizada la enajenación de bienes embargados. 
c) Que el importe de la deuda aplazable no supere el 
doble del salario mínimo interprofesional mensual 
vigente al momento de la solicitud. 
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el doble del salario mínimo interprofesional 
mensual vigente al momento de la solicitud. 
 

ARTÍCULO 44 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 44 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. El sujeto responsable del pago de cualquiera de 
los recursos que son objeto de gestión recaudatoria 
por la Tesorería General de la Seguridad Social, 
sea cual fuere el momento en que se hubiera 
realizado el ingreso y la causa que lo hubiera 
originado, tendrá derecho a la devolución total o 
parcial del importe de los ingresos que por error 
hubiese realizado, salvo que en el momento de su 
realización fuese deudor a la Seguridad Social o 
tuviese concedido un aplazamiento o moratoria; en 
este caso, el importe del ingreso erróneo se 
aplicará a la deuda pendiente de ingreso o de 
amortización, salvo para el caso de deuda exigible 
garantizada mediante el aval genérico previsto en 
este reglamento. 
Las devoluciones de ingresos indebidos incluirán 
el interés de demora previsto en el artículo 28.3 
del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social desde la fecha de su ingreso en la 
Tesorería General de la Seguridad Social hasta la 
fecha de la propuesta de pago. 
No procederá la devolución de cuotas u otros 
recursos ingresados maliciosamente, sin perjuicio 
de la responsabilidad de todo orden a que hubiera 
lugar. 
2. Los ingresos que, en virtud de resolución 
judicial firme, resulten o se declaren objeto de 
devolución a los interesados tendrán la 
consideración de ingresos indebidos y serán objeto 
de devolución en los términos fijados en dicha 
resolución, con aplicación de lo establecido en el 
artículo 106 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, cuando la Administración de la 
Seguridad Social fuera condenada al pago de una 
cantidad líquida, o de lo dispuesto en la Ley 
General Presupuestaria, en otro caso. 
3. El derecho a la devolución de ingresos 
indebidos de cuotas prescribirá a los cuatro años, a 
contar desde el día siguiente a su ingreso. Una vez 
reconocida la procedencia de la devolución, el 
derecho a exigir su pago caducará a los cuatro 
años a contar desde la fecha de notificación del 
acto de reconocimiento. 

1. El sujeto responsable del pago de cualquiera de los 
recursos que son objeto de gestión recaudatoria por la 
Tesorería General de la Seguridad Social, sea cual 
fuere el momento en que se hubiera realizado el 
ingreso y la causa que lo hubiera originado, tendrá 
derecho a la devolución total o parcial del importe de 
los ingresos que por error hubiese realizado, salvo que 
en el momento de su realización fuese deudor a la 
Seguridad Social o tuviese concedido un aplazamiento 
o moratoria; en este caso, el importe del ingreso 
erróneo se aplicará a la deuda pendiente de ingreso o 
de amortización, salvo para el caso de deuda exigible 
garantizada mediante el aval genérico previsto en este 
reglamento. 
Las devoluciones de ingresos indebidos incluirán el 
interés de demora previsto en el artículo 28.3 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social 
desde la fecha de su ingreso en la Tesorería General 
de la Seguridad Social hasta la fecha de la propuesta 
de pago. 
No procederá la devolución de cuotas u otros recursos 
ingresados maliciosamente, sin perjuicio de la 
responsabilidad de todo orden a que hubiera lugar. 
2. Los ingresos que, en virtud de resolución judicial 
firme, resulten o se declaren objeto de devolución a 
los interesados, tendrán la consideración de ingresos 
indebidos y serán objeto de devolución en los 
términos fijados en dicha resolución, con aplicación 
de lo dispuesto, en su caso, en el artículo 24 de la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 
3. El derecho a la devolución de ingresos indebidos de 
cuotas prescribirá a los cuatro años, a contar desde el 
día siguiente a su ingreso. Una vez reconocida la 
procedencia de la devolución, el derecho a exigir su 
pago caducará a los cuatro años a contar desde la 
fecha de notificación del acto de reconocimiento. 
El derecho a la devolución de ingresos distintos de 
cuotas o demás conceptos de recaudación conjunta y 
asimilados a aquéllas se sujetará a los plazos de 
prescripción establecidos en las normas aplicables a la 
naturaleza de tales recursos. 
4. Serán a cargo de la entidad gestora o colaboradora 
por cuya cuenta se efectúe la devolución de ingresos 
indebidos los intereses de demora que se satisfagan a 
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El derecho a la devolución de ingresos distintos de 
cuotas o demás conceptos de recaudación conjunta 
y asimilados a aquéllas se sujetará a los plazos de 
prescripción establecidos en las normas aplicables 
a la naturaleza de tales recursos. 
4. Serán a cargo de la entidad gestora o 
colaboradora por cuya cuenta se efectúe la 
devolución de ingresos indebidos los intereses de 
demora que se satisfagan a los interesados, el 
importe del reembolso de los costes de las 
garantías aportadas para suspender el 
procedimiento de recaudación y los intereses que 
procedan sobre éste. 
 

los interesados, el importe del reembolso de los costes 
de las garantías aportadas para suspender el 
procedimiento de recaudación y los intereses que 
procedan sobre éste. 
 

ARTÍCULO  71 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO71 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. En los casos en que, como consecuencia de 
sentencia firme, se anule o reduzca la 
responsabilidad de la mutua o de la empresa 
declarada por resolución administrativa, estas 
tendrán derecho a que se les devuelva la totalidad 
o la parte alícuota, respectivamente, de la 
prestación o del capital ingresado, más el recargo, 
el interés de demora, en su caso, y el interés legal 
que procedan, sin detracción de la parte 
correspondiente a las prestaciones satisfechas a los 
beneficiarios, que quedan exentos de efectuar 
restitución alguna. 
Los reintegros o devoluciones a que se refiere el 
párrafo anterior se imputarán con cargo al 
presupuesto de la Tesorería General de la 
Seguridad Social. 
2. Salvo lo establecido en el apartado anterior, los 
capitales coste de pensiones, cualquiera que sea el 
período de supervivencia de los beneficiarios, no 
serán objeto de reversión o rescate, total o parcial, 
y no procederá la realización de reintegro alguno a 
la mutua o a la empresa por esta causa. 
 

1. En los casos en que, como consecuencia de 
sentencia firme, se anule o reduzca la responsabilidad 
de la mutua o de la empresa declarada por resolución 
administrativa, estas tendrán derecho a que se les 
devuelva la totalidad o la parte alícuota, 
respectivamente, de la prestación o del capital 
ingresado, más el recargo, el interés de demora, en su 
caso, y el interés legal que procedan, sin detracción de 
la parte correspondiente a las prestaciones satisfechas 
a los beneficiarios, que quedan exentos de efectuar 
restitución alguna. 
Los reintegros o devoluciones a que se refiere el 
párrafo anterior se imputarán con cargo al presupuesto 
de la Tesorería General de la Seguridad Social. 
2. Cuando, como consecuencia de revisiones por 
mejoría del estado invalidante profesional o de la 
extinción de prestaciones por muerte y supervivencia 
por causas distintas al fallecimiento del beneficiario o 
al cumplimiento del período o edad límite para su 
percepción, proceda reintegrar, total o parcialmente, la 
parte no consumida de los capitales coste de pensiones 
o de las prestaciones abonadas por las mutuas de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de 
la Seguridad Social o por las empresas que hubieran 
sido declaradas responsables de su pago, este último 
no tendrá la consideración de ingreso indebido, a los 
efectos previstos en los artículos 44 y 45 de este 
reglamento, sin perjuicio de la aplicación, en su caso, 
de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 47/2003, de 
26 de noviembre, General Presupuestaria. 
Estos reintegros se imputarán, asimismo, con cargo al 
presupuesto de la Tesorería General de la Seguridad 
Social. 
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3. Salvo lo establecido en los apartados anteriores, los 
capitales coste de pensiones, cualquiera que sea el 
periodo de supervivencia de los beneficiarios, no 
serán objeto de reversión o rescate, total o parcial, y 
no procederá la realización de reintegro alguno a la 
mutua o a la empresa por esta causa. 
 

ARTÍCULO 75 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 75 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. Las resoluciones de la Entidad Gestora de la 
Seguridad Social en las que se declare la 
procedencia de recargos sobre las prestaciones 
económicas debidas a accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales originados por falta de 
medidas de seguridad e higiene en el trabajo, así 
como los responsables de dichos recargos, 
conforme a lo previsto en el artículo 123 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, una vez sean firmes en vía administrativa 
se comunicarán a la Tesorería General de la 
Seguridad Social, con indicación expresa del 
momento en que se hubiera realizado su 
notificación, para la recaudación por ésta del 
importe de tales recargos, sin perjuicio de las 
devoluciones que, en su caso, procedan, si se 
redujeran o anularan en vía judicial los derechos 
reconocidos en dichas resoluciones 
administrativas. 
El importe de dichos reintegros o devoluciones se 
imputará con cargo al presupuesto de la Tesorería 
General de la Seguridad Social. 
2. A estos efectos, la Tesorería General de la 
Seguridad Social, en el supuesto de que los 
recargos recaigan sobre pensiones, determinará el 
importe del capital coste de aquéllos, procediendo 
a su recaudación junto a los intereses de 
capitalización que procedan hasta la fecha de su 
ingreso. En el caso de recargos sobre otras 
prestaciones, la Tesorería General de la Seguridad 
Social recaudará directamente el importe de 
dichos recargos. [Documentación asociada] 
3. El plazo reglamentario de ingreso de dichos 
recargos se iniciará el día siguiente al de la 
notificación por la Tesorería General de la 
Seguridad Social de la reclamación de deuda del 
capital coste, incluidos los intereses de 
capitalización que procedan, o del importe 
correspondiente a otras prestaciones y finalizará el 
último día hábil del mes siguiente al de su 

1. Las resoluciones de la entidad gestora de la 
Seguridad Social en las que se declare la procedencia 
de recargos sobre las prestaciones económicas debidas 
a accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 
originados por falta de medidas de seguridad e higiene 
en el trabajo, así como los responsables de dichos 
recargos, conforme a lo previsto en el artículo 123 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, una vez sean firmes en vía administrativa se 
comunicarán a la Tesorería General de la Seguridad 
Social, con indicación expresa del momento en que se 
hubiera realizado su notificación, para la recaudación 
por ésta del importe de tales recargos, sin perjuicio de 
las devoluciones que, en su caso, procedan, si se 
redujeran o anularan en vía judicial los derechos 
reconocidos en dichas resoluciones administrativas. 
También procederá el reintegro, total o parcial, de la 
parte no consumida de los recargos en los supuestos y 
con el alcance a que se refiere el artículo 71.2 de este 
reglamento. 
El importe de dichos reintegros o devoluciones se 
imputará con cargo al presupuesto de la Tesorería 
General de la Seguridad Social. 
2. A estos efectos, la Tesorería General de la 
Seguridad Social, en el supuesto de que los recargos 
recaigan sobre pensiones, determinará el importe del 
capital coste de aquéllos, procediendo a su 
recaudación junto a los intereses de capitalización que 
procedan hasta la fecha de su ingreso. En el caso de 
recargos sobre otras prestaciones, la Tesorería General 
de la Seguridad Social recaudará directamente el 
importe de dichos recargos. [Documentación 
asociada] 
3. El plazo reglamentario de ingreso de dichos 
recargos se iniciará el día siguiente al de la 
notificación por la Tesorería General de la Seguridad 
Social de la reclamación de deuda del capital coste, 
incluidos los intereses de capitalización que procedan, 
o del importe correspondiente a otras prestaciones y 
finalizará el último día hábil del mes siguiente al de su 
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notificación. 
Los intereses de capitalización que se devenguen 
desde el día en que se expida la correspondiente 
reclamación del importe de la deuda hasta el de su 
pago serán liquidados y adicionados por el sujeto 
responsable de éste. 
4. Las sentencias que condenen al pago de 
recargos sobre prestaciones de la Seguridad Social 
se ejecutarán a través de los trámites establecidos 
en el texto refundido de la Ley de Procedimiento 
Laboral, previa fijación por la Tesorería General 
de la Seguridad Social del capital coste 
correspondiente, en caso de tratarse de pensiones. 
 

notificación. 
Los intereses de capitalización que se devenguen 
desde el día en que se expida la correspondiente 
reclamación del importe de la deuda hasta el de su 
pago serán liquidados y adicionados por el sujeto 
responsable de éste. 
4. Las sentencias que condenen al pago de recargos 
sobre prestaciones de la Seguridad Social se 
ejecutarán a través de los trámites establecidos en el 
texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, 
previa fijación por la Tesorería General de la 
Seguridad Social del capital coste correspondiente, en 
caso de tratarse de pensiones. 
 

ARTÍCULO 94 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 94 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. En caso de incumplimiento de las órdenes de 
embargo por el deudor y por cualquier otra 
persona física o jurídica obligada a colaborar en el 
embargo, así como de obstrucción o inhibición en 
la práctica de dichas órdenes, la Dirección 
Provincial de la Tesorería General de la Seguridad 
Social realizará o promoverá las actuaciones 
pertinentes, incluido en su caso el ejercicio de las 
acciones penales que procedan. 
2. Las personas o entidades depositarias de bienes 
embargables que, con conocimiento previo del 
embargo practicado por la Tesorería General de la 
Seguridad Social, colaboren o consientan en su 
levantamiento serán responsables solidarios de la 
deuda hasta el límite del importe levantado. A 
estos efectos, el pagador de sueldos, salarios, 
pensiones o créditos embargados tendrá la 
consideración de depositario. 
 

1. En caso de incumplimiento de las órdenes de 
embargo por el deudor y por cualquier otra persona 
física o jurídica obligada a colaborar en el embargo, 
así como de obstrucción o inhibición en la práctica de 
dichas órdenes, la Dirección Provincial de la Tesorería 
General de la Seguridad Social realizará o promoverá 
las actuaciones pertinentes, incluido en su caso el 
ejercicio de las acciones penales que procedan. 
2. Las personas o entidades depositarias de bienes 
embargables que, con conocimiento previo del 
embargo practicado por la Tesorería General de la 
Seguridad Social, colaboren o consientan en el 
incumplimiento de las órdenes de embargo o en el 
levantamiento de dichos bienes, serán responsables 
solidarios del pago de la deuda hasta el importe del 
valor de los bienes que se hubieran podido embargar o 
enajenar. A estos efectos, el pagador de sueldos, 
salarios, pensiones o créditos embargados tendrá la 
consideración de depositario. 
 

ARTÍCULO 105 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 105 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. El mandamiento de embargo se presentará 
directamente o por cualquier medio electrónico, 
informático o telemático en el Registro de la 
Propiedad, el cual de modo inmediato acusará 
recibo de la presentación y expedirá en un 
momento posterior nota acreditativa de haber 
quedado extendida la anotación oportuna o de no 
haber podido practicarse, expresando 
detalladamente en este caso no sólo los defectos 
advertidos, sino también la forma y medio de 

1. El mandamiento de embargo se presentará 
directamente o por cualquier medio electrónico, 
informático o telemático en el Registro de la 
Propiedad, el cual de modo inmediato acusará recibo 
de la presentación y expedirá en un momento 
posterior nota acreditativa de haber quedado extendida 
la anotación oportuna o de no haber podido 
practicarse, expresando detalladamente en este caso 
no sólo los defectos advertidos, sino también la forma 
y medio de subsanarlos. 
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subsanarlos. 
Cuando el mandamiento se adelante por telefax 
desde la unidad de recaudación ejecutiva a fin de 
que cause asiento de presentación, quedará en 
suspenso la práctica de la anotación hasta que se 
presente el documento original, lo que 
inexcusablemente deberá hacerse en el plazo 
máximo de 10 días siguientes a dicha remisión. 
2. Si la finca o fincas no constasen inscritas o no 
fuese posible extender la anotación por cualquier 
defecto subsanable, se tomará razón del embargo 
en el libro de inscripciones correspondiente y se 
hará constar así en la contestación al 
mandamiento. 
Cuando se trate de fincas no inscritas, la unidad de 
recaudación ejecutiva solicitará del deudor que 
subsane la falta de inscripción. Si el deudor no 
llevara a efecto la inscripción, el Director 
Provincial de la Tesorería General de la Seguridad 
Social, a la vista de las circunstancias que 
concurran en el expediente, ordenará que se 
inicien las actuaciones necesarias para suplir los 
títulos de dominio por los medios previstos en el 
título VI de la Ley Hipotecaria o la enajenación en 
subasta pública del bien embargado sin suplir 
previamente la falta de títulos de propiedad. En 
este último caso, se expresará en los edictos tal 
circunstancia y se observará lo prevenido en la 
regla 5.ª del artículo 140 del Reglamento 
Hipotecario. 
3. En caso de suspensión de la anotación 
preventiva de embargo por defectos subsanables, 
el recaudador ejecutivo solicitará al registrador 
correspondiente la prórroga de plazo para la 
subsanación, al menos, ocho días antes de que 
finalice el plazo de 60 días que, como ordinario, 
señala el artículo 96 de la Ley Hipotecaria. 
4. El registrador practicará el asiento que proceda 
y expedirá la certificación referente a cargas y 
gravámenes, dentro del plazo fijado en la Ley 
Hipotecaria. 
La Tesorería General de la Seguridad Social podrá 
ejercitar cuantas acciones civiles procedan 
legalmente para exigir responsabilidades de los 
daños y perjuicios a que diere lugar la dilación de 
los registradores en la práctica de los servicios que 
les encomienda este reglamento. 
 

Cuando el mandamiento se adelante por telefax desde 
la unidad de recaudación ejecutiva a fin de que cause 
asiento de presentación, quedará en suspenso la 
práctica de la anotación hasta que se presente el 
documento original, lo que inexcusablemente deberá 
hacerse en el plazo máximo de 10 días siguientes a 
dicha remisión. 
2. Si la finca o fincas no constasen inscritas o no fuese 
posible extender la anotación por cualquier defecto 
subsanable, se tomará razón del embargo en el libro 
de inscripciones correspondiente y se hará constar así 
en la contestación al mandamiento. 
Cuando se trate de fincas no inscritas, la unidad de 
recaudación ejecutiva solicitará del deudor que 
subsane la falta de inscripción. Si el deudor no llevara 
a efecto la inscripción, el director provincial de la 
Tesorería General de la Seguridad Social, a la vista de 
las circunstancias que concurran en el expediente, 
ordenará que se inicien las actuaciones necesarias para 
suplir los títulos de dominio por los medios previstos 
en el título VI de la Ley Hipotecaria o la enajenación 
en subasta pública del bien embargado sin suplir 
previamente la falta de títulos de propiedad. En este 
último caso, tal circunstancia se expresará en el 
respectivo anuncio de subasta y se observará lo 
previsto en la regla 5.ª del artículo 140 del 
Reglamento Hipotecario. 
3. En caso de suspensión de la anotación preventiva 
de embargo por defectos subsanables, el recaudador 
ejecutivo solicitará al registrador correspondiente la 
prórroga de plazo para la subsanación, al menos, ocho 
días antes de que finalice el plazo de 60 días que, 
como ordinario, señala el artículo 96 de la Ley 
Hipotecaria. 
4. El registrador practicará el asiento que proceda y 
expedirá la certificación referente a cargas y 
gravámenes, dentro del plazo fijado en la Ley 
Hipotecaria. 
La Tesorería General de la Seguridad Social podrá 
ejercitar cuantas acciones civiles procedan legalmente 
para exigir responsabilidades de los daños y perjuicios 
a que diere lugar la dilación de los registradores en la 
práctica de los servicios que les encomienda este 
reglamento. 
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ARTÍCULO 113 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 113 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

Artículo 113. Formas de enajenación. Concurso. 
1. El procedimiento ordinario para la realización 
de los bienes embargados será el de subasta. No 
obstante, tratándose de bienes muebles o 
semovientes el director provincial podrá autorizar 
su enajenación por concurso, cuando las 
circunstancias concurrentes, el volumen o el valor 
de los bienes así lo aconsejen. 
2. En la enajenación por concurso la providencia 
en que se apruebe especificará el lugar en que 
deban presentarse las proposiciones, la fianza que 
se debe prestar y la forma de pago; además podrá 
establecer que la enajenación se realice mediante 
una sola licitación verbal, sin admitirse posturas 
en sobre cerrado. Podrá asimismo exigir 
condiciones especiales para la adjudicación, 
referidas tanto a las características profesionales 
que deban reunir los concursantes como a la 
retirada de los bienes enajenados. En el anuncio 
del concurso se especificarán tales extremos. 
3. Transcurridos cinco días hábiles desde la 
finalización del plazo de admisión de 
proposiciones, el Director Provincial de la 
Tesorería General de la Seguridad Social 
procederá a adjudicar el concurso o a declararlo 
desierto. La adjudicación, en su caso, se efectuará 
en favor de la oferta más ventajosa, teniendo en 
cuenta no sólo el aspecto económico, sino también 
el cumplimiento de las condiciones especiales 
exigidas en la convocatoria. El adjudicatario no 
podrá reservarse el derecho a ceder a terceros. 
4. En lo no previsto para el concurso en este 
apartado, se estará a lo establecido para la 
enajenación por subasta. 
 

Artículo 113. Formas de enajenación. 
1. Los bienes embargados podrán ser enajenados 
mediante subasta pública, concurso o adjudicación 
directa, en los términos señalados en los artículos 
siguientes. 
a) La subasta pública constituirá el procedimiento 
ordinario para la realización de los bienes 
embargados. 
b) La enajenación por concurso podrá ser autorizada 
por el director provincial de la Tesorería General de la 
Seguridad Social cuando se trate de bienes muebles o 
semovientes y las circunstancias concurrentes, el 
volumen o el valor de tales bienes así lo aconsejen. 
c) La adjudicación directa de bienes o derechos sólo 
procederá excepcionalmente y en los supuestos 
previstos en este reglamento. 
2. Los interesados podrán participar en los 
procedimientos de enajenación de los bienes 
embargados a través de los medios electrónicos que se 
aprueben por el Director General de la Tesorería 
General de la Seguridad Social. 
 

ARTÍCULO 113 bis 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 113 bis 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

 Artículo 113 bis. Enajenación por concurso. 
1. En la enajenación por concurso la providencia en 
que se apruebe especificará el lugar en que deban 
presentarse las proposiciones, la fianza que se debe 
prestar y la forma de pago; además podrá establecer 
que la enajenación se realice mediante una sola 
licitación verbal, sin admitirse posturas en sobre 
cerrado. Podrá asimismo exigir condiciones especiales 
para la adjudicación, referidas tanto a las 
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características profesionales que deban reunir los 
concursantes como a la retirada de los bienes 
enajenados. En el anuncio del concurso se 
especificarán tales extremos. 
2. Transcurridos cinco días hábiles desde la 
finalización del plazo de admisión de proposiciones, 
el director provincial de la Tesorería General de la 
Seguridad Social procederá a adjudicar el concurso o 
a declararlo desierto. La adjudicación, en su caso, se 
efectuará a favor de la oferta más ventajosa, teniendo 
en cuenta no sólo el aspecto económico, sino también 
el cumplimiento de las condiciones especiales 
exigidas en la convocatoria. El adjudicatario no podrá 
reservarse el derecho a ceder a terceros. 
3. En lo no previsto para el concurso en este artículo, 
se estará a lo establecido para la enajenación por 
subasta. 

 
ARTÍCULO 117 

(REDACCIÓN VIGENTE) 
ARTÍCULO 117 

(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 
1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. La subasta se publicará en el tablón de anuncios 
de la Dirección Provincial, de sus dependencias y 
de los ayuntamientos, en cuyas demarcaciones se 
hallen los bienes. 
Cuando el valor de los bienes supere la cuantía 
que se fije por resolución del Director General de 
la Tesorería General de la Seguridad Social, el 
anuncio de la subasta deberá insertarse, además, 
en el boletín oficial de la provincia o boletín 
oficial de la comunidad autónoma 
correspondiente. 
Cuando, a juicio del Director Provincial de la 
Tesorería General de la Seguridad Social, sea 
conveniente para el fin perseguido y resulte 
proporcionado con el valor de los bienes, podrá 
publicarse también el anuncio de la subasta en 
medios de comunicación de gran difusión o en 
publicaciones especializadas. 
2. En el anuncio de la subasta se hará constar: 
a) Descripción de los bienes o lotes de bienes, su 
titularidad y tipo de subasta, así como lugar donde 
estén ubicados o depositados los bienes o los 
títulos de propiedad disponibles y días y horas en 
que podrán ser examinados. 
Cuando se trate de bienes inscribibles en registros 
públicos, se advertirá expresamente que los 
licitadores habrán de conformarse con los títulos 
de propiedad que se hayan aportado al expediente, 
y no tendrán derecho a exigir otros; que, de no 

1. El anuncio de la subasta se publicará en el tablón de 
edictos y anuncios de la Seguridad Social situado en 
su sede electrónica. 
Cuando, a juicio del director provincial de la Tesorería 
General de la Seguridad Social, sea conveniente para 
el fin perseguido y resulte proporcionado con el valor 
de los bienes, el anuncio de la subasta podrá 
publicarse también en medios de comunicación de 
gran difusión o en publicaciones especializadas. 
2. En el anuncio de la subasta se hará constar: 
a) Descripción de los bienes o lotes de bienes, su 
titularidad y tipo de subasta, así como lugar donde 
estén ubicados o depositados los bienes o los títulos de 
propiedad disponibles y días y horas en que podrán ser 
examinados. 
Cuando se trate de bienes inscribibles en registros 
públicos, se advertirá expresamente que los licitadores 
habrán de conformarse con los títulos de propiedad 
que se hayan aportado al expediente, y no tendrán 
derecho a exigir otros; que, de no estar inscritos los 
bienes en el Registro, el certificado de adjudicación o, 
en su caso, la escritura pública de venta, son títulos 
mediante los cuales puede efectuarse la 
inmatriculación en los términos prevenidos por el 
artículo 199.b) de la Ley Hipotecaria, y que, en los 
demás casos en que sea preciso, habrán de proceder, si 
les interesa, como dispone el título VI de dicha ley. 
b) Expresión de las cargas, gravámenes, situaciones 
jurídicas y titulares de estos que, en su caso, afecten a 
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estar inscritos los bienes en el Registro, el 
certificado de adjudicación o, en su caso, la 
escritura pública de venta, son títulos mediante los 
cuales puede efectuarse la inmatriculación en los 
términos prevenidos por el artículo 199.b) de la 
Ley Hipotecaria, y que, en los demás casos en que 
sea preciso, habrán de proceder, si les interesa, 
como dispone el título VI de dicha ley. 
b) Expresión de las cargas, gravámenes, 
situaciones jurídicas y titulares de estos que, en su 
caso, afecten a los bienes y hayan de quedar 
subsistentes, sin aplicarse a su extinción el precio 
de la adjudicación. 
c) Que las posturas anteriores a la celebración de 
la subasta deberán presentarse en sobre cerrado y 
conforme al modelo oficial establecido al efecto 
por la Tesorería General de la Seguridad Social. 
d) Plazo para la presentación de las posturas y 
lugar, día y hora de celebración de la subasta. 
e) Obligación de acompañar a cada postura cheque 
certificado, visado o conformado por el librado, 
extendido a nombre de la Tesorería General de la 
Seguridad Social, por importe, en todo caso, del 
25 por ciento del tipo de subasta. 
f) Posibilidad de presentación de posturas verbales 
iguales o superiores al 75 por ciento del tipo de 
enajenación en el acto de celebración de la 
subasta, constituyendo en el acto un depósito del 
30 por ciento de dicho tipo fijado para la subasta, a 
no ser que se hubiera presentado previamente 
postura en sobre cerrado con su correspondiente 
depósito. 
g) Obligación del adjudicatario de abonar, 
mediante ingreso en cuenta, cheque conformado 
expedido a nombre de Tesorería General de la 
Seguridad Social, o transferencia bancaria, la 
diferencia entre el precio de la adjudicación y el 
importe del depósito constituido, dentro de los 
cinco días hábiles siguientes al de dicha 
adjudicación, perdiendo el depósito en otro caso. 
h) Advertencia de que la subasta se suspenderá en 
cualquier momento anterior a la adjudicación de 
los bienes si se hace el pago de la deuda, intereses 
en su caso, recargos y costas del procedimiento, y 
se procederá, en su caso, a la devolución de los 
cheques que se hubieran formalizado para la 
constitución del depósito. 
i) Exhortación al deudor del derecho que le asiste 
a presentar tercero que mejore las posturas hechas 
en el acto de la subasta, conforme al apartado 5 del 

los bienes y hayan de quedar subsistentes, sin 
aplicarse a su extinción el precio de la adjudicación. 
c) Que las posturas anteriores a la celebración de la 
subasta deberán presentarse en sobre cerrado y 
conforme al modelo oficial establecido al efecto por la 
Tesorería General de la Seguridad Social. 
d) Plazo para la presentación de las posturas y lugar, 
día y hora de celebración de la subasta. 
e) Obligación de acompañar a cada postura cheque 
certificado, visado o conformado por el librado, 
extendido a nombre de la Tesorería General de la 
Seguridad Social, por importe, en todo caso, del 25 
por ciento del tipo de subasta. 
f) Posibilidad de presentación de posturas verbales 
iguales o superiores al 75 por ciento del tipo de 
enajenación en el acto de celebración de la subasta, 
constituyendo en el acto un depósito del 30 por ciento 
de dicho tipo fijado para la subasta, a no ser que se 
hubiera presentado previamente postura en sobre 
cerrado con su correspondiente depósito. 
g) Obligación del adjudicatario de abonar, mediante 
ingreso en cuenta, cheque conformado expedido a 
nombre de Tesorería General de la Seguridad Social, o 
transferencia bancaria, la diferencia entre el precio de 
la adjudicación y el importe del depósito constituido, 
dentro de los cinco días hábiles siguientes al de dicha 
adjudicación, perdiendo el depósito en otro caso. 
h) Advertencia de que la subasta se suspenderá en 
cualquier momento anterior a la adjudicación de los 
bienes si se hace el pago de la deuda, intereses en su 
caso, recargos y costas del procedimiento, y se 
procederá, en su caso, a la devolución de los cheques 
que se hubieran formalizado para la constitución del 
depósito. 
i) Exhortación al deudor del derecho que le asiste a 
presentar tercero que mejore las posturas hechas en el 
acto de la subasta, conforme al apartado 5 del artículo 
120, en el plazo de tres días hábiles contados a partir 
de la fecha de su celebración. 
j) Que la Tesorería General de la Seguridad Social 
podrá ejercitar el derecho de tanteo en los términos 
establecidos en el artículo 121. 
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artículo 120, en el plazo de tres días hábiles 
contados a partir de la fecha de su celebración. 
j) Que la Tesorería General de la Seguridad Social 
podrá ejercitar el derecho de tanteo en los 
términos establecidos en el artículo 121. 
 

ARTÍCULO 120 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 120 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. Constituida la mesa, el acto de la subasta dará 
comienzo con la lectura pública de las relaciones 
de bienes o lotes de estos, así como de las demás 
condiciones reguladoras de la subasta. 
2. Si en el acto de celebración de subasta 
concurriese alguna persona interesada en 
participar en la licitación que no hubiera 
presentado en plazo postura en sobre cerrado ni 
constituido el depósito necesario, podrá ser 
admitida a participar en ella si constituye en el 
acto un depósito del 30 por ciento del tipo fijado 
para la subasta. A tal fin, se abrirá un plazo por el 
tiempo imprescindible para que los que deseen 
licitar constituyan el depósito necesario, 
advirtiéndoles que, en tal caso, se entenderá 
ofrecida una postura igual al 75 por ciento del tipo 
de subasta. No será admitida como licitador 
ninguna persona desde que la mesa haya hecho 
pública la existencia de posturas presentadas por 
escrito. 
3. Hecha pública por la presidencia la existencia o 
no de ofertas presentadas por escrito, con 
indicación de los lotes o bienes a que afecten, con 
carácter previo a la apertura de los sobres que las 
contengan convocará a los licitadores para que 
formulen de viva voz posturas iguales o superiores 
al 75 por ciento del tipo de enajenación, con la 
participación, en su caso, de los que presentaron 
su oferta en sobre cerrado, que se identificarán en 
este momento, y se anunciarán por el secretario las 
sucesivas posturas que vayan haciéndose con 
sujeción a los tramos fijados. La puja se dará por 
terminada cuando, repetida hasta por tercera vez la 
más alta, no haya quien la supere, adjudicándose 
el bien al mejor postor, si no hubiese ofertas en 
sobre cerrado. 
Las posturas verbales que se vayan formulando 
deberán guardar una diferencia entre ellas de, al 
menos, el dos por ciento del tipo de subasta. 
4. Si se hubiesen presentado ofertas en sobre 
cerrado, y concluida la formulación de ofertas 

1. Constituida la mesa, el acto de la subasta dará 
comienzo con la lectura pública de las relaciones de 
bienes o lotes de estos, así como de las demás 
condiciones reguladoras de la subasta. 
2. Si en el acto de celebración de subasta concurriese 
alguna persona interesada en participar en la licitación 
que no hubiera presentado en plazo postura en sobre 
cerrado ni constituido el depósito necesario, podrá ser 
admitida a participar en ella si constituye en el acto un 
depósito del 30 por ciento del tipo fijado para la 
subasta. A tal fin, se abrirá un plazo por el tiempo 
imprescindible para que los que deseen licitar 
constituyan el depósito necesario, advirtiéndoles que, 
en tal caso, se entenderá ofrecida una postura igual al 
75 por ciento del tipo de subasta. No será admitida 
como licitador ninguna persona desde que la mesa 
haya hecho pública la existencia de posturas 
presentadas por escrito. 
3. Hecha pública por la presidencia la existencia o no 
de ofertas presentadas por escrito, con indicación de 
los lotes o bienes a que afecten, con carácter previo a 
la apertura de los sobres que las contengan convocará 
a los licitadores para que formulen de viva voz 
posturas iguales o superiores al 75 por ciento del tipo 
de enajenación, con la participación, en su caso, de los 
que presentaron su oferta en sobre cerrado, que se 
identificarán en este momento, y se anunciarán por el 
secretario las sucesivas posturas que vayan haciéndose 
con sujeción a los tramos fijados. La puja se dará por 
terminada cuando, repetida hasta por tercera vez la 
más alta, no haya quien la supere, adjudicándose el 
bien al mejor postor, si no hubiese ofertas en sobre 
cerrado. 
Las posturas verbales que se vayan formulando 
deberán guardar una diferencia entre ellas de, al 
menos, el dos por ciento del tipo de subasta. 
4. Si se hubiesen presentado ofertas en sobre cerrado, 
y concluida la formulación de ofertas verbales, el 
secretario procederá a la apertura de los sobres 
presentados y expondrá ante la mesa y en voz alta las 
pujas que se hubiesen efectuado siempre que superen 
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verbales, el secretario procederá a la apertura de 
los sobres presentados y expondrá ante la mesa y 
en voz alta las pujas que se hubiesen efectuado 
siempre que superen la postura máxima alcanzada 
verbalmente por cualquier licitador. 
Hecha pública la postura más alta, se declarará 
adjudicado el bien o lote de bienes al mejor postor.
Si coincidiesen como mejor postura varias de las 
ofertadas, se dará preferencia en la adjudicación a 
la presentada por escrito, y si concurriesen dos de 
esta naturaleza, a la registrada en primer lugar. 
5. En caso de que no se hubieran realizado 
posturas verbales, el secretario expondrá ante la 
mesa y en voz alta las posturas que se hubiesen 
realizado por escrito, observándose las siguientes 
reglas para la adjudicación de los bienes 
subastados: 
a) Se aprobará el remate en favor de la mejor 
postura, cuando esta supere el 60 por ciento del 
tipo de la subasta o cuando, siendo inferior, cubra 
al menos el importe de la deuda, incluyendo 
recargos, intereses y costas causadas. En este 
último caso y tratándose de bienes inmuebles, no 
procederá su adjudicación cuando la mejor postura 
sea inferior al 25 por ciento del tipo de subasta. 
b) También podrá aprobarse el remate en favor de 
una mejor postura inferior al 60 por ciento y que 
no cubra el importe adeudado, siempre que supere 
al menos el 25 por ciento del tipo de subasta, 
mediante resolución motivada del Director 
Provincial de la Tesorería General de la Seguridad 
Social. 
c) Si coincidiesen como mejor postura varias de 
las ofertadas, se dará preferencia en la 
adjudicación a la registrada en primer lugar. 
d) Si la mejor postura fuera inferior al 75 por 
ciento del tipo de subasta y no cubriese el importe 
de la deuda, el deudor podrá presentar a un tercero 
que la mejore al menos hasta dicho límite y que 
acredite el ingreso íntegro del importe ofrecido en 
el plazo de tres días hábiles; en este caso, se 
aprobará el remate en favor del tercero. 
6. Sin interrupción, en forma sucesiva y en las 
mismas condiciones, se irán subastando los lotes o 
bienes por el orden establecido y, si para alguno 
no hubiera postor, se pasará al que siga. El acto se 
dará por terminado tan pronto como con el 
importe de los bienes adjudicados se cubra la 
totalidad de las deudas exigibles al deudor, 
incluido el principal, los recargos, los intereses y 

la postura máxima alcanzada verbalmente por 
cualquier licitador. 
Hecha pública la postura más alta, se declarará 
adjudicado el bien o lote de bienes al mejor postor. 
Si coincidiesen como mejor postura varias de las 
ofertadas, se dará preferencia en la adjudicación a la 
presentada por escrito, y si concurriesen dos de esta 
naturaleza, a la registrada en primer lugar. 
5. En caso de que no se hubieran realizado posturas 
verbales, el secretario expondrá ante la mesa y en voz 
alta las posturas que se hubiesen realizado por escrito, 
observándose las siguientes reglas para la 
adjudicación de los bienes subastados: 
a) Se aprobará el remate en favor de la mejor postura, 
cuando esta supere el 60 por ciento del tipo de la 
subasta o cuando, siendo inferior, cubra al menos el 
importe de la deuda, incluyendo recargos, intereses y 
costas causadas. En este último caso y tratándose de 
bienes inmuebles, no procederá su adjudicación 
cuando la mejor postura sea inferior al 25 por ciento 
del tipo de subasta. 
b) También podrá aprobarse el remate en favor de una 
mejor postura inferior al 60 por ciento y que no cubra 
el importe adeudado, siempre que supere al menos el 
25 por ciento del tipo de subasta, mediante resolución 
motivada del Director Provincial de la Tesorería 
General de la Seguridad Social. 
c) Si coincidiesen como mejor postura varias de las 
ofertadas, se dará preferencia en la adjudicación a la 
registrada en primer lugar. 
d) Si la mejor postura fuera inferior al 75 por ciento 
del tipo de subasta y no cubriese el importe de la 
deuda, el deudor podrá presentar a un tercero que la 
mejore al menos hasta dicho límite y que acredite el 
ingreso íntegro del importe ofrecido en el plazo de tres 
días hábiles; en este caso, se aprobará el remate en 
favor del tercero. 
6. Sin interrupción, en forma sucesiva y en las mismas 
condiciones, se irán subastando los lotes o bienes por 
el orden establecido y, si para alguno no hubiera 
postor, se pasará al que siga. El acto se dará por 
terminado tan pronto como con el importe de los 
bienes adjudicados se cubra la totalidad de las deudas 
exigibles al deudor, incluido el principal, los recargos, 
los intereses y las costas. 
7. Los bienes subastados que no resulten adjudicados, 
o aquellos respecto de los que no se satisfaga en el 
plazo establecido el precio de remate, serán objeto de 
una segunda subasta que se celebrará en las mismas 
condiciones que la primera. Si la segunda subasta 
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las costas. 
7. Los bienes subastados que no resulten 
adjudicados, o aquellos respecto de los que no se 
satisfaga en el plazo establecido el precio de 
remate, podrán ser objeto de una segunda subasta 
que se celebrará en las mismas condiciones de la 
primera, a criterio del Director Provincial de la 
Tesorería General de la Seguridad Social. Si no se 
acordase esta segunda subasta, o celebrándose 
resultase también desierta, y los bienes no se 
adjudicasen a la Tesorería General de la Seguridad 
Social por los trámites previstos en la sección 2.ª 
de este capítulo, serán devueltos al apremiado o, 
en su caso, a quien conste como titular del bien o 
derecho objeto de enajenación, procediéndose al 
levantamiento del embargo. 
El Director Provincial, excepcionalmente y en 
atención a la valoración de las circunstancias 
concurrentes en cuanto a importe de la deuda, 
valor de los bienes y posibilidades de cobro, podrá 
acordar en el supuesto previsto en este apartado la 
adjudicación directa de los bienes no adjudicados 
en los términos establecidos por el Reglamento 
general de recaudación, así como el 
mantenimiento de las anotaciones preventivas de 
embargo en tanto no se produzca la extinción 
definitiva del crédito perseguido. 
8. Concluido el acto, el secretario de la mesa 
procederá a devolver los depósitos que se hubiesen 
constituido, conservando los presentados por los 
adjudicatarios, a quienes prevendrá para que 
ingresen la diferencia hasta el precio de la 
adjudicación en el plazo de los cinco días hábiles 
siguientes. 
9. El adjudicatario podrá ceder su derecho a un 
tercero que no incurra en prohibición de licitar, 
mediante comparecencia de ambos ante la 
Dirección Provincial en el plazo establecido en el 
apartado anterior, acreditando haber efectuado el 
pago del precio de adjudicación. 
10. Si el adjudicatario no completase el pago en 
dicho plazo por los medios señalados en el 
anuncio de la subasta, perderá el importe del 
depósito constituido, que se ingresará en firme en 
la cuenta de recaudación de la Tesorería General 
de la Seguridad Social, y quedará obligado a 
resarcirle de los mayores perjuicios que del 
incumplimiento de tal obligación se deriven. 
11. Finalizada la subasta, se levantará acta en la 
que se hará constar el desarrollo, incidencias y 

resultase desierta y los bienes no se adjudicasen a la 
Tesorería General de la Seguridad Social por los 
trámites previstos en la sección segunda de este 
capítulo, serán devueltos al apremiado o, en su caso, a 
quien conste como titular del bien o derecho objeto de 
enajenación, procediéndose al levantamiento del 
embargo salvo que el director provincial, atendidas las 
circunstancias concurrentes, acuerde su enajenación 
mediante adjudicación directa, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 123 bis. 
8. Concluido el acto, el secretario de la mesa 
procederá a devolver los depósitos que se hubiesen 
constituido, conservando los presentados por los 
adjudicatarios, a quienes prevendrá para que ingresen 
la diferencia hasta el precio de la adjudicación en el 
plazo de los cinco días hábiles siguientes. 
9. El adjudicatario podrá ceder su derecho a un tercero 
que no incurra en prohibición de licitar, mediante 
comparecencia de ambos ante la Dirección Provincial 
en el plazo establecido en el apartado anterior, 
acreditando haber efectuado el pago del precio de 
adjudicación. 
10. Si el adjudicatario no completase el pago en dicho 
plazo por los medios señalados en el anuncio de la 
subasta, perderá el importe del depósito constituido, 
que se ingresará en firme en la cuenta de recaudación 
de la Tesorería General de la Seguridad Social, y 
quedará obligado a resarcirle de los mayores 
perjuicios que del incumplimiento de tal obligación se 
deriven. 
11. Finalizada la subasta, se levantará acta en la que se 
hará constar el desarrollo, incidencias y resultados de 
la subasta, que será suscrita por todos los miembros de 
la mesa. En el supuesto previsto en el apartado 5.d), se 
designará adjudicatario provisional, a resultas del 
derecho que asiste al deudor, al postor que realizó la 
oferta más ventajosa. 
12. No perjudicará al adjudicatario el pago de la deuda 
apremiada efectuado con posterioridad a la 
adjudicación de los bienes enajenados. 
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resultados de la subasta, que será suscrita por 
todos los miembros de la mesa. En el supuesto 
previsto en el apartado 5.d), se designará 
adjudicatario provisional, a resultas del derecho 
que asiste al deudor, al postor que realizó la oferta 
más ventajosa. 
12. No perjudicará al adjudicatario el pago de la 
deuda apremiada efectuado con posterioridad a la 
adjudicación de los bienes enajenados 
 

ARTÍCULO 122 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 122 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. Una vez pagado el precio de remate en el plazo 
establecido, el Director Provincial de la Tesorería 
General de la Seguridad Social, sin perjuicio de lo 
previsto en el apartado 2, emitirá certificado de la 
adjudicación, en el que se hará constar la 
aprobación del remate y la identificación del 
adjudicatario, la descripción de los bienes 
enajenados y las cargas y gravámenes a que 
estuvieran afectos, la identificación del deudor, el 
importe de las deudas objeto de ejecución y el 
valor de adjudicación del bien. Asimismo se hará 
constar, en su caso, que queda extinguida la 
anotación registral del embargo que haya dado 
lugar a la enajenación, librándose con el 
certificado mandamiento de cancelación de las 
cargas posteriores a dicha anotación, conforme a 
lo previsto en la legislación reguladora del registro 
público en que se hubiera practicado. 
2. Si el bien adjudicado fuera inmueble, antes de la 
emisión del certificado la Dirección Provincial 
comprobará si se han observado todas las 
formalidades legales en la sustanciación del 
expediente de apremio, requiriendo al efecto 
informe del servicio jurídico, y dispondrá en su 
caso lo necesario para subsanar los defectos que se 
observen. Dicho certificado incluirá, además de 
los extremos requeridos en el apartado anterior, 
los relativos a la ubicación del inmueble y todas 
aquellas circunstancias que, en su caso, sean 
precisas para su inscripción con arreglo a la 
legislación hipotecaria La certificación así emitida 
será título suficiente para la inscripción o 
inmatriculación de la adquisición a favor del 
adjudicatario en el Registro de la Propiedad. 
Si el adjudicatario solicita el otorgamiento de 
escritura de venta del inmueble adjudicado, con 
carácter previo al otorgamiento de la escritura se 

1. Una vez pagado el precio de remate en el plazo 
establecido, el Director Provincial de la Tesorería 
General de la Seguridad Social, sin perjuicio de lo 
previsto en el apartado 2, emitirá certificado de la 
adjudicación, en el que se hará constar la aprobación 
del remate y la identificación del adjudicatario, la 
descripción de los bienes enajenados y las cargas y 
gravámenes a que estuvieran afectos, la identificación 
del deudor, el importe de las deudas objeto de 
ejecución y el valor de adjudicación del bien. 
Asimismo se hará constar, en su caso, que queda 
extinguida la anotación registral del embargo que haya 
dado lugar a la enajenación, librándose con el 
certificado mandamiento de cancelación de las cargas 
posteriores a dicha anotación, conforme a lo previsto 
en la legislación reguladora del registro público en 
que se hubiera practicado. 
2. Si el bien adjudicado fuera inmueble, antes de la 
emisión del certificado la dirección provincial 
comprobará si se han observado todas las 
formalidades legales en la sustanciación del 
expediente de apremio, requiriendo al efecto informe 
del servicio jurídico, y dispondrá en su caso lo 
necesario para subsanar los defectos que se observen. 
Dicho certificado incluirá, además de los extremos 
requeridos en el apartado anterior, los relativos a la 
ubicación del inmueble y todas aquellas circunstancias 
que, en su caso, sean precisas para su inscripción con 
arreglo a la legislación hipotecaria. La certificación 
así emitida será título suficiente para la inscripción o 
inmatriculación de la adquisición a favor del 
adjudicatario en el Registro de la Propiedad. 
Si el adjudicatario solicita el otorgamiento de escritura 
de venta del inmueble adjudicado, con carácter previo 
al otorgamiento de la escritura se remitirá el 
expediente al servicio jurídico para que se emita el 
preceptivo informe, que deberá ser formulado en el 
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remitirá el expediente al servicio jurídico para que 
se emita el preceptivo informe, que deberá ser 
formulado en el plazo de cinco días a partir de la 
fecha de recepción del expediente de referencia. El 
director provincial dispondrá lo necesario para que 
se subsanen los defectos que se observen. 
Una vez devuelto el expediente por el servicio 
jurídico, con informe de haberse observado las 
formalidades legales en el procedimiento de 
apremio, deberán ser otorgadas las escrituras de 
venta de los inmuebles que hubieran sido 
enajenados, dentro de los 15 días siguientes, 
previa citación a los deudores o sus representantes 
si los hubiese, o por edicto si así procede. 
Si no comparecieran a la citación, se otorgarán de 
oficio tales escrituras por el director provincial en 
nombre de los deudores y a favor de los 
adjudicatarios, haciéndose constar en ellas que 
queda extinguida la anotación preventiva hecha en 
el Registro de la Propiedad a nombre de la 
Tesorería General de la Seguridad Social. 
Asimismo se expedirá mandamiento de 
cancelación de las cargas no preferentes con 
relación a los créditos ejecutados, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 175.2.ª del Reglamento 
Hipotecario. 
3. El documento público de venta se entregará al 
adjudicatario, y se remitirá copia a la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria u órgano 
correspondiente de la Administración pública 
competente, a efectos de la liquidación y pago de 
los tributos que graven la transmisión de los 
bienes. 
Los adjudicatarios que tengan la condición de 
empresario o profesional estarán facultados, en los 
términos dispuestos en el Reglamento del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el 
Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, para 
expedir la factura en que se documente la 
operación y se repercuta la cuota del impuesto, 
presentar la declaración-liquidación 
correspondiente, ingresar el importe del impuesto 
y efectuar, en su caso, la renuncia a las exenciones 
del artículo 20.2 de la Ley 37/1992, de 28 de 
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
El ejercicio por el adjudicatario de estas facultades 
deberá ser manifestado por escrito ante el órgano 
de la Tesorería General de la Seguridad Social que 
esté desarrollando el procedimiento de 
enajenación, de forma previa o simultánea al pago 

plazo de cinco días a partir de la fecha de recepción 
del expediente de referencia. El director provincial 
dispondrá lo necesario para que se subsanen los 
defectos que se observen. 
Una vez devuelto el expediente por el servicio 
jurídico, con informe de haberse observado las 
formalidades legales en el procedimiento de apremio, 
deberán ser otorgadas las escrituras de venta de los 
inmuebles que hubieran sido enajenados, dentro de los 
quince días siguientes, previa citación a los deudores o 
sus representantes si los hubiese, o por edicto si así 
procede. 
Si no comparecieran a la citación, se otorgarán de 
oficio tales escrituras por el director provincial en 
nombre de los deudores y a favor de los 
adjudicatarios, haciéndose constar en ellas que queda 
extinguida la anotación preventiva hecha en el 
Registro de la Propiedad a nombre de la Tesorería 
General de la Seguridad Social. 
Asimismo se expedirá mandamiento de cancelación 
de las inscripciones y anotaciones posteriores a la 
correspondiente anotación de embargo con relación a 
los créditos ejecutados, con arreglo a lo dispuesto en 
el artículo 175.2.ª del Reglamento Hipotecario. 
3. El documento público de venta se entregará al 
adjudicatario, y se remitirá copia a la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria u órgano 
correspondiente de la Administración pública 
competente, a efectos de la liquidación y pago de los 
tributos que graven la transmisión de los bienes. 
Los adjudicatarios que tengan la condición de 
empresario o profesional estarán facultados, en los 
términos dispuestos en el Reglamento del Impuesto 
sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 
1624/1992, de 29 de diciembre, para expedir la factura 
en que se documente la operación y se repercuta la 
cuota del impuesto, presentar la declaración-
liquidación correspondiente, ingresar el importe del 
impuesto y efectuar, en su caso, la renuncia a las 
exenciones del artículo 20.2 de la Ley 37/1992, de 28 
de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
El ejercicio por el adjudicatario de estas facultades 
deberá ser manifestado por escrito ante el órgano de la 
Tesorería General de la Seguridad Social que esté 
desarrollando el procedimiento de enajenación, de 
forma previa o simultánea al pago del importe de la 
adjudicación. 
Los requisitos de las comunicaciones, las obligaciones 
del adjudicatario, la expedición de la factura, la 
posible renuncia a la exención y el pago, en su caso, 
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del importe de la adjudicación. 
Los requisitos de las comunicaciones, las 
obligaciones del adjudicatario, la expedición de la 
factura, la posible renuncia a la exención y el 
pago, en su caso, de la cuota resultante se 
ajustarán a los términos establecidos en la 
disposición adicional quinta del Reglamento del 
Impuesto sobre el Valor Añadido. 
4. Si el bien adjudicado hubiese sido objeto de 
depósito, se ordenará al depositario la entrega 
inmediata de los bienes al adjudicatario. 
5. Los gastos que origine la transmisión de la 
propiedad del bien adjudicado, incluidos los 
fiscales y registrales, serán siempre a cargo del 
adjudicatario. 
6. Salvo que existiera embargo u orden de 
retención, el sobrante del precio obtenido en la 
subasta, si lo hubiese, se entregará al apremiado o, 
en su caso, a quien conste como titular del bien o 
derecho objeto de enajenación. 
 

de la cuota resultante se ajustarán a los términos 
establecidos en la disposición adicional quinta del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
4. Si el bien adjudicado hubiese sido objeto de 
depósito, se ordenará al depositario la entrega 
inmediata de los bienes al adjudicatario. 
5. Los gastos que origine la transmisión de la 
propiedad del bien adjudicado, incluidos los fiscales y 
registrales, serán siempre a cargo del adjudicatario. 
6. Salvo que existiera embargo u orden de retención, 
el sobrante del precio obtenido en la subasta, si lo 
hubiese, se entregará al apremiado o, en su caso, a 
quien conste como titular del bien o derecho objeto de 
enajenación. 
 

ARTÍCULO 123 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 123 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. La ejecución material de la enajenación por 
subasta de bienes del deudor podrá también 
realizarse por empresas o profesionales 
especializados cuando así lo acuerde el Director 
Provincial de la Tesorería General de la Seguridad 
Social, previa autorización de su Director General.
2. A salvo de lo previsto en este artículo, los 
órganos de recaudación de la respectiva Dirección 
Provincial mantendrán las funciones de gestión 
recaudatoria que les corresponden según este 
reglamento. 
En lo demás será aplicable, en los casos a que se 
refiere este artículo, lo dispuesto en general para 
las subastas, con las particularidades siguientes: 
a) No será necesario constituir depósito previo 
para concurrir a la licitación. 
b) La licitación se acomodará a los procedimientos 
específicos de cada empresa o profesional 
especializado con el que se hubiese concertado la 
ejecución de la subasta. Cualquiera que sea su 
procedimiento para la realización de la subasta, 
existirá siempre un mínimo de adjudicación 
previamente fijado, para cada bien o lote de 
bienes, por la Tesorería General de la Seguridad 
Social. 
c) La mesa de la subasta estará presidida en el acto 

1. La ejecución material de la enajenación por subasta 
de bienes del deudor podrá también realizarse por 
empresas o profesionales especializados cuando así lo 
acuerde el Director Provincial de la Tesorería General 
de la Seguridad Social, previa autorización de su 
Director General. 
2. A salvo de lo previsto en este artículo, los órganos 
de recaudación de la respectiva Dirección Provincial 
mantendrán las funciones de gestión recaudatoria que 
les corresponden según este reglamento. 
En lo demás será aplicable, en los casos a que se 
refiere este artículo, lo dispuesto en general para las 
subastas, con las particularidades siguientes: 
a) No será necesario constituir depósito previo para 
concurrir a la licitación. 
b) La licitación se acomodará a los procedimientos 
específicos de cada empresa o profesional 
especializado con el que se hubiese concertado la 
ejecución de la subasta. Cualquiera que sea su 
procedimiento para la realización de la subasta, 
existirá siempre un mínimo de adjudicación 
previamente fijado, para cada bien o lote de bienes, 
por la Tesorería General de la Seguridad Social. 
c) La mesa de la subasta estará presidida en el acto de 
la licitación por uno de los componentes previstos 
para la mesa en la subasta ordinaria, que decidirá 
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de la licitación por uno de los componentes 
previstos para la mesa en la subasta ordinaria, que 
decidirá sobre las incidencias que pudieran surgir 
en su desarrollo. 
d) Cuando el deudor pague en el acto de la 
licitación la deuda, incluidos el recargo, intereses, 
en su caso, y costas, el representante de la mesa 
acordará la terminación de la licitación de bienes 
correspondiente. 
3. A efectos de lo dispuesto en los apartados 
anteriores, la Dirección General de la Tesorería 
General de la Seguridad Social podrá celebrar 
directamente conciertos con personas físicas o 
jurídicas especializadas para la ejecución material 
de las subastas, siempre que las empresas y 
profesionales se hallen al corriente de sus 
obligaciones tributarias y de Seguridad Social 
impuestas por las disposiciones vigentes y se 
encuentren en las demás circunstancias 
establecidas para poder contratar con la 
Administración conforme a los artículos 15 y 
siguientes del texto refundido de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, 
de 16 de junio. 
Los conciertos que se celebren deberán determinar 
las condiciones de las contraprestaciones 
económicas que deba percibir la empresa o 
profesional especializado como consecuencia de la 
realización de la prestación de sus servicios, 
deberán ser autorizados por el Consejo de 
Ministros y tendrán carácter temporal. 
4. El representante de la mesa de la subasta, al 
finalizar la licitación, practicará la liquidación que 
corresponda referida al producto obtenido, que 
deberá ser ingresado en la Tesorería General de la 
Seguridad Social en el plazo máximo de los 20 
días siguientes al de la celebración de la licitación.
 

sobre las incidencias que pudieran surgir en su 
desarrollo. 
d) Cuando el deudor pague en el acto de la licitación 
la deuda, incluidos el recargo, intereses, en su caso, y 
costas, el representante de la mesa acordará la 
terminación de la licitación de bienes correspondiente.
3. A efectos de lo dispuesto en los apartados 
anteriores, la Dirección General de la Tesorería 
General de la Seguridad Social podrá celebrar 
directamente conciertos con personas físicas o 
jurídicas especializadas para la ejecución material de 
las subastas, siempre que las empresas y profesionales 
se hallen al corriente de sus obligaciones tributarias y 
de Seguridad Social impuestas por las disposiciones 
vigentes y se encuentren en las demás circunstancias 
establecidas para poder contratar con la 
administración conforme al capítulo II del título II del 
libro I de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
Contratos del Sector Público, relativo a la capacidad y 
solvencia del empresario contratante. 
Los conciertos que se celebren deberán determinar las 
condiciones de las contraprestaciones económicas que 
deba percibir la empresa o profesional especializado 
como consecuencia de la realización de la prestación 
de sus servicios, deberán ser autorizados por el 
Consejo de Ministros y tendrán carácter temporal. 
4. El representante de la mesa de la subasta, al 
finalizar la licitación, practicará la liquidación que 
corresponda referida al producto obtenido, que deberá 
ser ingresado en la Tesorería General de la Seguridad 
Social en el plazo máximo de los 20 días siguientes al 
de la celebración de la licitación. 
 

ARTÍCULO 123 bis 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 123 bis 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

 Artículo 123 bis. Enajenación mediante adjudicación 
directa. 
1. El director provincial de la Tesorería General de la 
Seguridad Social, excepcionalmente y en atención a 
las circunstancias concurrentes en cuanto al importe 
de la deuda, valor de los bienes y posibilidades de 
cobro, podrá autorizar la enajenación mediante 
adjudicación directa de los bienes o derechos 
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embargados y el mantenimiento de las anotaciones 
preventivas de embargo, en los siguientes supuestos: 
a) Cuando la segunda subasta quede desierta y los 
bienes o derechos no se adjudiquen a la Tesorería 
General de la Seguridad Social. 
b) En otros casos en que no sea posible o no convenga 
promover concurrencia, por razones justificadas en el 
expediente. 
2. En el supuesto previsto en el párrafo a) del apartado 
anterior, la autorización de enajenación mediante 
adjudicación directa deberá adoptarse en el plazo 
máximo de tres meses, a contar desde la celebración 
de la segunda subasta, salvo que el Director General 
de la Tesorería General de la Seguridad Social 
autorice un plazo superior. 
En el supuesto previsto en el párrafo b) del apartado 
anterior, la providencia de autorización se dictará, sin 
dilación, tan pronto como se tenga constancia de las 
razones que justifiquen esta forma de enajenación. 
3. Autorizada la enajenación, en el plazo de los seis 
meses siguientes se realizarán las actuaciones 
conducentes a la adjudicación directa de los bienes y 
derechos en las mejores condiciones económicas, 
utilizándose para ello los medios que se consideren 
más ágiles y efectivos. 
A tal efecto, en el anuncio correspondiente se indicará 
la fecha límite para la admisión de ofertas, que 
deberán presentarse en sobre cerrado en la sede de la 
dirección provincial de la Tesorería General de la 
Seguridad Social, pudiéndose exigir a los interesados 
un depósito en la cuantía que se estime adecuada. 
También se fijará el lugar, día y hora para la apertura 
de los sobres que contengan aquéllas, que tendrá lugar 
en la referida sede, constituyéndose al efecto una mesa 
de adjudicación directa conforme a lo previsto en el 
artículo 119. 
4. En el supuesto del apartado 1.a), la adjudicación 
directa de bienes o derechos no estará sujeta a precio 
mínimo. No obstante, tratándose de bienes inmuebles, 
si la mejor oferta no alcanzase el 25 por ciento del tipo 
de enajenación fijado para la subasta, solo podrá 
adjudicarse el bien a cualquier persona presente en el 
acto de licitación que ofrezca de viva voz ese 
porcentaje, siempre que no se alzara otra postura 
superior, en cuyo caso el presidente de la mesa podrá 
acordar que se deposite en el mismo acto la cuantía 
que determine para que tenga efecto la oferta. 
En el supuesto del apartado 1.b), los bienes o derechos 
se valorarán con referencia a precios de mercado y se 
tratará de obtener, al menos, tres ofertas. Si las ofertas 
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no alcanzasen el valor señalado, podrán adjudicarse 
sin precio mínimo, en atención a las circunstancias 
concurrentes. 
5. La adjudicación directa se formalizará mediante 
acta que suscribirán el presidente de la mesa y el 
adquirente, en el supuesto del apartado 1.a), y por 
resolución motivada del director provincial de la 
Tesorería General de la Seguridad Social en los casos 
a que se refiere el apartado 1.b). 
6. Tratándose de bienes inmuebles, el interesado que 
resulte adjudicatario no podrá ceder su derecho a 
tercero. 
7. En lo no previsto expresamente para la enajenación 
mediante adjudicación directa se estará a lo 
establecido para la enajenación por subasta en lo que 
resulte aplicable. En particular, se advertirá al 
adjudicatario de que si no satisface el precio de remate 
en el plazo establecido al efecto, se aplicará el importe 
del depósito que, en su caso, hubiera constituido a la 
cancelación de las deudas objeto del procedimiento, 
sin perjuicio de las responsabilidades en que pueda 
incurrir por los perjuicios que ocasione la falta de 
pago del precio de remate. 
8. En el supuesto de bienes inmuebles, si el trámite de 
su adjudicación directa hubiera transcurrido sin 
resultado, podrán adjudicarse a cualquier interesado 
que satisfaga un importe mínimo igual al 25 por ciento 
del tipo de enajenación que se fijó para la subasta, 
antes de que se acuerde, en su caso, su adjudicación a 
la Tesorería General de la Seguridad Social. 
9. Transcurrido el plazo de seis meses a que se refiere 
el apartado 3 sin haberse dictado acuerdo de 
adjudicación, se dará por concluido este 
procedimiento de enajenación y, salvo que se acuerde 
su adjudicación a la Tesorería General de la Seguridad 
Social, los bienes o derechos que no resulten 
adjudicados serán devueltos al apremiado o, en su 
caso, a quien conste como su titular, procediéndose al 
levantamiento del embargo. 
 

ARTÍCULO 127 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

ARTÍCULO 127 
(REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

1. Se entienden por costas en el procedimiento de 
apremio aquellos gastos que se produzcan con 
ocasión y por consecuencia de su tramitación. Las 
costas causadas, aunque sean anticipadas por la 
Tesorería General de la Seguridad Social, serán en 
todo caso a cargo del apremiado, a quien le serán 
exigidas. 

1. Se entienden por costas en el procedimiento de 
apremio aquellos gastos que se produzcan con ocasión 
y por consecuencia de su tramitación. Las costas 
causadas, aunque sean anticipadas por la Tesorería 
General de la Seguridad Social, serán en todo caso a 
cargo del apremiado, a quien le serán exigidas. 
2. Se consideran costas los gastos siguientes: 
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2. Se consideran costas los gastos siguientes: 
a) Los de investigación y averiguación de los 
elementos que integran el patrimonio del deudor. 
b) Los derechos de peritos y demás honorarios que 
deban realizarse a personas que intervengan en el 
procedimiento, como los devengados con ocasión 
de valoraciones y enajenaciones de los bienes 
embargados. 
c) Las tasas y derechos arancelarios que deban 
abonarse por la expedición de copias, 
certificaciones, notas, testimonios y documentos 
análogos que hayan de solicitarse para la adecuada 
tramitación del procedimiento, salvo que se 
aporten por registros y protocolos que los faciliten 
de forma gratuita. 
d) Los producidos por el depósito y 
administración, en su caso, de los bienes 
embargados, incluyendo el desmontaje, embalaje, 
acondicionamiento, transporte, almacenaje, 
custodia, entretenimiento y conservación. 
e) Aquellos otros gastos imprescindibles para la 
ejecución, previa autorización de la dirección 
provincial de la Tesorería General de la Seguridad 
Social competente, incluidos los gastos que se 
deriven de las publicaciones de anuncios de 
subastas a que se refiere el artículo 117.1 de este 
reglamento, ya sea en boletines oficiales, cuando 
no resulten gratuitas conforme a su normativa 
específica, o en medios de comunicación de gran 
difusión o publicaciones especializadas. 
3. No podrán incluirse como costas del 
procedimiento de apremio los gastos ordinarios de 
los órganos y unidades de la Administración de la 
Seguridad Social. 
 

a) Los de investigación y averiguación de los 
elementos que integran el patrimonio del deudor. 
b) Los derechos de peritos y demás honorarios que 
deban realizarse a personas que intervengan en el 
procedimiento, como los devengados con ocasión de 
valoraciones y enajenaciones de los bienes 
embargados. 
c) Las tasas y derechos arancelarios que deban 
abonarse por la expedición de copias, certificaciones, 
notas, testimonios y documentos análogos que hayan 
de solicitarse para la adecuada tramitación del 
procedimiento, salvo que se aporten por registros y 
protocolos que los faciliten de forma gratuita. 
d) Los producidos por el depósito y administración, en 
su caso, de los bienes embargados, incluyendo el 
desmontaje, embalaje, acondicionamiento, transporte, 
almacenaje, custodia, entretenimiento y conservación. 
e) Aquellos otros gastos imprescindibles para la 
ejecución, previa autorización de la dirección 
provincial de la Tesorería General de la Seguridad 
Social competente, incluidos los que se deriven de las 
publicaciones de anuncios de subastas en medios de 
comunicación de gran difusión o publicaciones 
especializadas, a que se refiere el artículo 117.1. 
3. No podrán incluirse como costas del procedimiento 
de apremio los gastos ordinarios de los órganos y 
unidades de la Administración de la Seguridad Social. 
 

DISP. ADICIONAL TERCERA 
(REDACCIÓN VIGENTE) 

DISP. ADICIONAL TERCERA 
 (REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

Tercera. Aplicación del procedimiento 
administrativo de apremio para la recaudación 
ejecutiva de reintegros o exigencia de 
responsabilidades en favor de los entes gestores 
de los conceptos de ingreso conjunto con las 
cuotas de la Seguridad Social. 
El procedimiento de apremio regulado en este 
reglamento será aplicable para la recaudación 
ejecutiva de los reintegros o la exigencia de 
responsabilidades en favor de los entes gestores de 
los conceptos que se recauden conjuntamente con 
las cuotas de la Seguridad Social, como 

Tercera. Aplicación de los procedimientos de apremio 
y de deducción para la recaudación de reintegros o 
exigencia de responsabilidades en favor de los entes 
gestores de los conceptos de ingreso conjunto con las 
cuotas de la Seguridad Social. 
Los procedimientos de apremio y de deducción 
regulados en este reglamento serán aplicables para la 
recaudación de los reintegros o la exigencia de 
responsabilidades en favor de los entes gestores de los 
conceptos que se recauden conjuntamente con las 
cuotas de la Seguridad Social, como consecuencia de 
la anulación, reducción o imputación de 
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consecuencia de la anulación, reducción o 
imputación de responsabilidades al empresario 
respecto de los derechos reconocidos a los 
perceptores de los beneficios concedidos por 
aquéllos, en todo lo que no se halle expresamente 
previsto en sus normas específicas. 
 

responsabilidades al empresario, administración o 
entidad pública correspondiente respecto de los 
derechos reconocidos a los perceptores de los 
beneficios concedidos por aquéllos, en todo lo que no 
se halle expresamente previsto en sus normas 
específicas. 
 

DISP. ADICIONAL QUINTA 
 (REDACCIÓN VIGENTE) 

DISP. ADICIONAL QUINTA 
 (REDACCIÓN DADA POR REAL DECRETO 

1621/2011, DE 14 DE NOVIEMBRE) 

Quinta. Incorporación al sistema de remisión 
electrónica de datos. 
1. Los profesionales colegiados y demás personas 
que en el ejercicio de su actividad cumplimenten y 
presenten documentos de cotización en 
representación de los sujetos responsables del 
cumplimiento de la obligación de cotizar deberán 
incorporarse al sistema de remisión electrónica de 
datos regulado en la Orden de 3 de abril de 1995, 
en los plazos y demás condiciones que se 
establezcan por la Tesorería General de la 
Seguridad Social. 
2. La incorporación al Sistema RED para la 
remisión electrónica de datos que se establece en 
el apartado anterior será determinante para la 
percepción de la contraprestación establecida en la 
disposición adicional cuarta del Reglamento sobre 
colaboración de las mutuas de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales, aprobado 
por el Real Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre. 
No obstante, el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales podrá establecer la percepción de un 
porcentaje mínimo de dicha contraprestación en el 
supuesto de no incorporación al Sistema RED por 
los profesionales y demás personas a que se refiere 
el apartado anterior. 
 

Quinta. Incorporación y uso del Sistema de remisión 
electrónica de datos. 
1. La incorporación obligatoria o voluntaria al Sistema 
de remisión electrónica de datos (RED) por parte de 
las empresas, agrupaciones de empresas y demás 
sujetos responsables en materia de encuadramiento, 
cotización, recaudación y otras actuaciones de 
Seguridad Social objeto de dicho sistema, requerirá de 
autorización por parte de la Tesorería General de la 
Seguridad Social, en la que se fijarán los términos y 
condiciones para su utilización efectiva. 
2. Los profesionales colegiados y demás personas que 
realicen las actuaciones anteriores en representación 
de los sujetos responsables a que se refiere el apartado 
1, deberán incorporarse y hacer uso efectivo del 
Sistema RED en los plazos y condiciones que se 
establezcan por la Tesorería General de la Seguridad 
Social, requiriendo, asimismo, de la correspondiente 
autorización por parte de ésta. 
La incorporación y el uso efectivo del Sistema RED 
establecidas en el párrafo anterior serán determinantes 
para la percepción de la contraprestación por los 
servicios de gestión administrativa a que se refiere el 
artículo 5.º 1 del Reglamento sobre colaboración de 
las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales de la Seguridad Social, aprobado por el 
Real Decreto 1993/1995, de 7 de diciembre, en la 
cuantía y condiciones que fije el Ministro de Trabajo e 
Inmigración. 
3. Los titulares de las direcciones provinciales de la 
Tesorería General de la Seguridad Social serán 
competentes para dictar las resoluciones que procedan 
en materia de autorizaciones de incorporación al 
Sistema RED. 
 

 


